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L.C., E.F. y E.D.F. Miguel Angel Martínez Uc

CURRICULUM VITAE

Licenciado en Contaduría egresado de la Facultad de Contaduría y Administración de la UNAM; Especialista en Fiscal egresado de la
División de Estudios de Posgrado de la misma Institución, Especialista en Derecho Fiscal egresado de la División de Estudios de
Posgrado de la Facultad de Derecho de la UNAM.

DESARROLLO PROFESIONAL

En el área docente

• Profesor de Posgrado, Licenciatura, Seminarios y Diplomados de Titulación, Exámenes Profesionales y Diplomados de Actualización en 
la Facultad de Contaduría y Administración de la UNAM, desde 1995.

• Profesor en Diplomados, Especialidades y Maestrías en varias instituciones educativas la República como son:

Facultad de Contaduría y Administración de la UNAM., en varios estados.
Universidad Autónoma del Estado de Morelos.
Universidad Autónoma de Yucatán.
Universidad Anáhuac, A.C.
Universidad Mexicana de Educación a Distancia, A.C.
Universidad Internacional, S.C.
Instituto de Estudios Superiores Juan Ruiz de Alarcón, A.C.
Universidad Cristóbal Colón, A.C.
Instituto de Especialización para Ejecutivos, A.C.

• Expositor del programa Televisivo y Radio “Consultorio Fiscal” y Videoconferencias en la División de Educación Continua de la Facultad      
de Contaduría y Administración de la UNAM.

• Conductor del programa Televisivo y Radio “CONSULTORIO FISCAL” de la Facultad de Contaduría y Administración de la UNAM.
• Expositor de temas fiscales en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM.
• Conferencista de temas fiscales en diversas Cámaras, Colegios de Contadores, Agrupaciones Empresariales y Agrupaciones 

Profesionales del país.
• Coordinador fiscal del Instituto de Capacitación y Especialización, S.C. en Celaya, Gto.
• Capacitador de la SHCP-SAT.
• Expositor en la implementación del Régimen Simplificado en la D.E.I., Tegucigalpa, Honduras.
• Miembro de la Comisión Dictaminadora de Técnicos Académicos de la Facultad de Contaduría y Administración del UNAM.
• Miembro del Cuerpo Arbitral desde hace 7 años en el Congreso Internacional de Contaduría, Administración e Informática.



En el sector independiente

Activo desde 1992, como Consultor y Asesor en las áreas de Contabilidad, Impuestos, Estructuras Corporativas y 
Protección Patrimonial en:

• RAUL AMEZQUITA Y ASOCIADOS, S.C., Asociado Consultor con la firma.
• OROZCO FELGUERES Y ASOCIADOS, S.C., Asociado Consultor con la firma.
• DESARROLLO FISCAL EMPRESARIAL, S.C., Socio Director de la firma.
• Miembro de la Comisión Fiscal de la Zona Centro del IMCP.
• Asesor del Congreso de la Unión para la Reforma Fiscal.
• Asesor de la Dirección Jurídica del INFONAVIT. 
• Asesor del Corporativo PARRES en Colombia, Ecuador y Perú.
• Asesor del Corporativo Concepto Móvil en toda Latinoamérica.
• Asesor del Corporativo Hotelero Aquaria, en Madrid España.
• Asesor del corporativo Met Atlántica en Europa y en México.



§ L.D., E.D.C y E.D.F Omar Valenzuela Bautista
CURRICULUM VITAE

Licenciado en Derecho por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, Especialista en Derecho 
Constitucional por el Postgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México, y especializante en 
Derecho Fiscal por la misma institución.

DESARROLLO PROFESIONAL

Activo desde 2012 como abogado litigante en las áreas de derecho fiscal, administrativo y constitucional, así como en el sector público brindando 
asesoría a autoridades en materia de contribuciones federales y en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.

§ DESARROLLO FISCAL EMPRESARIAL, S.C., Abogado litigante y consultor de autoridades fiscales en la firma.

§ KAYE TRUEBA ABOGADOS, S.C., Abogado litigante y consultor de autoridades fiscales en la firma.

§ BANCO DE MÉXICO, Abogado en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos.

§ MARTÍNEZ, RUIZ, VALENZUELA Y ASOCIADOS, S.C., Socio de la firma.

§ Expositor de temas Fiscales y Empresariales en diversas capacitadoras del país.



§ I. Situación empresarial actual, causada por la pandemia y la crisis 
económica.
§ Políticas para afrontar la situación económica que la pandemia por COVID-

19 ha causado al sector empresarial.
§ Cumplimiento de obligaciones fiscales en la actualidad.
§ Ponderación entre cumplimiento de obligaciones fiscales y subsistencia del 

negocio.
§ Caso fortuito y fuerza mayor

§ II. Consecuencias y soluciones ante incumplimiento de obligaciones 
fiscales, como consecuencia de la pandemia. 
§ Requerimientos de la autoridad fiscal.
§ Imposición de multas.

§ Imposición de multas por omisión en el pago de contribuciones.
§ Reducción de multas
§ No imposición de multas
§ Solicitud de condonación de multas.

§ Determinación de créditos fiscales
§ Solicitud de pago a plazos, diferido o en parcialidades.
§ Solicitud de pago a plazos, en parcialidades
§ Solicitud de pago a plazos, diferido.
§ Recargos por Solicitud de pago a plazos

§ Certificado de sello digital.
§ Revocación de CSD por el SAT
§ Restricción temporal del uso de CSD
§ Solicitud de aclaración

§ Medidas de apremio ordenadas por la autoridad fiscal
§ Aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación
§ Orden para el aseguramiento precautorio

§ III. Defensa de los derechos del contribuyente. ¿Cómo 
hago valer mis derechos como contribuyente?

§ Solicitudes o peticiones a la autoridad fiscal.
§ Procuraduría de la Defensa del Contribuyente.

§ Acuerdo NO. 003/2020
§ Instancias ante la PRODECON.
§ Quejas, reclamaciones o sugerencias ante la PRODECON.
§ Acuerdos conclusivos ante la PRODECON

§ Reconsideración Administrativa
§ Recurso de Revocación

§ Pruebas en el Recursos de Revocación
§ Resolución del Recursos de Revocación.

§ Juicio Contencioso Administrativo Federal.





POLÍTICAS PARA 
AFRONTAR LA 

SITUACIÓN 
ECONÓMICA QUE LA 

PANDEMIA POR 
COVID-19 HA 
CAUSADO AL 

SECTOR 
EMPRESARIAL

Algunas entidades federativas han 
anunciado apoyos y estímulos fiscales, tales 
como:

• Créditos en condiciones preferenciales,
• Exenciones o descuentos en impuestos locales 
• Prórrogas o diferimientos para el pago de impuestos y 

derechos locales
• Suspensión de procesos de fiscalización.

A nivel federal 

• No se han anunciado apoyos o estímulos fiscales.
• Implementación de medidas de apoyo social directo.
• Compromiso de no crear nuevos impuestos.
• Acelerar la devolución de saldos a favor de IVA.
• Prórroga para presentación de declaración anual de las 

personas físicas (13.2 RMF 2020)
• Suspensión de plazos y términos legales (13.3. RMF 

2020)



Declaratoria de emergencia sanitaria por causa de fuerza mayor emitida por parte del gobierno en sus 
distintos niveles.

• Ordena que los sectores públicos, social y privado, suspendieran de manera inmediata actividades no esenciales, desde el 30 de 
marzo de 2020.

• Actualiza supuestos legales de caso fortuito y fuerza mayor que imposibilitan a los contribuyentes cumplir con algunas de sus
obligaciones.

Suspensión de plazos y términos (regla 13.3 RMF 2020)

• Concluyó el 29 de marzo de 2020.
• No se encontraban comprendidos en la suspensión de los plazos y términos:

• La presentación de declaraciones, avisos e informes. (Excepción declaración anual PF)
• El pago de contribuciones, productos o aprovechamientos. (Excepción declaración anual PF)
• La devolución de contribuciones.
• Los actos relativos al procedimiento administrativo de ejecución.
• Los servicios de asistencia y orientación al contribuyente, incluidos la inscripción y avisos ante el RFC.



Cumplimiento 
de 

obligaciones 
Fiscales. 

Cumplimiento de 
obligaciones civiles, 

mercantiles y 
laborales.

Pago de sueldos y salarios.

Cumplimiento de obligaciones 
previas

Gastos fijos como: agua, luz, renta, internet, etc.

Obligaciones materiales. Pago de Contribuciones.

Cumplimiento de obligaciones 
formales 

La crisis económica
que esta situación
provocó, ha obligado
a los contribuyentes a
ponderar entre la
subsistencia de su
negocio y el pago de
sus impuestos a
cargo.



De acuerdo con la doctrina civil, la conducta de una persona que no se realiza conforme a
un deber jurídico stricto sensu, o a una obligación lato sensu, es un hecho ilícito que
descansa en la idea de culpa y crea a su cargo un derecho personal o de crédito
indemnizatorio.
Sin embargo, hay ocasiones en que se produce una conducta objetivamente igual a la de
un hecho ilícito, es decir, se causa un daño, pero la ley considera que su autor no queda
responsabilizado por el siniestro, como acontece, en el caso fortuito o fuerza mayor.
Categorías de acontecimientos constitutivos del caso fortuito o de fuerza mayor:
§ Sucesos de la naturaleza,
§ Hechos del hombre,
§ Actos de la autoridad.
Provocan la imposibilidad física del deudor para cumplir la obligación, lo que trae como
lógica consecuencia que no incurra en mora y no pueda considerársele culpable de la falta
de cumplimiento con la correspondiente responsabilidad, dado que “nadie esta obligado a
lo imposible.”



§ El caso fortuito
§ Se aplicaría para los hechos producidos por la naturaleza

§ La Fuerza mayor
§ Aplica para aquellos hechos producidos por el hombre o en su caso por la autoridad.
§ Cuando se trata de actos de autoridad, catalogada dentro de la categoría de hechos

provenientes del hombre, se da a entender a todos aquellos impedimentos que resultan de
una orden o de una prohibición que emana de la autoridad pública.

§ Las características principales de esta causa de inimputabilidad para el deudor es
que son hechos generales, insuperables, imprevisibles, o que previniéndose no se
pueden evitar.
§ Cuando el hecho puede ser previsto el deudor debe tomar las prevenciones

correspondientes para evitarlo y si no lo hace así, no hay caso fortuito o fuerza mayor;
§ El carácter de generalidad implica que la ejecución del hecho sea imposible de realizar para

cualquier persona, no basta, pues, con que la ejecución sea más difícil, más onerosa o de
desequilibrio en las prestaciones recíprocas.



§ Para que la pandemia originada por el brote de COVID-19 pueda considerarse como un supuesto
de caso fortuito o fuerza mayor, se deberá ubicar en una de las tres categorías (sucesos de la
naturaleza, hechos del hombre o actos de autoridad).

§ Es importante distinguir qué hecho sería considerado como el caso fortuito o fuerza mayor: la mera
existencia del COVID-19, la declaración como pandemia por parte de una organización
internacional, o bien, la orden de la autoridad consistente en restringir ciertos actos en atención a la
emergencia

§ La mera existencia del COVID-19,.
§ Bajo el entendimiento de que una persona ha contraído la enfermedad y se encuentra incapacitada por dicho

motivo (recluida, internada, hospitalizada), se actualizaría un supuesto de caso fortuito, ya que se trata de un
hecho de la naturaleza, que ha sido imprevisible y que necesariamente ha impedido que el obligado cumpla.

§ Si el obligado no ha contraído la enfermedad, la mera existencia del COVID-19 no es suficiente para justificar
el incumplimiento de una obligación por caso fortuito o fuerza mayor (si se pretende alegar, por ejemplo, un
riesgo de contraer la enfermedad), ya que no se ha actualizado algún hecho que impida inevitablemente que
se cumpla una obligación.

§ La declaración de pandemia por parte de la OMS o cualquier organización internacional,
§ De conformidad con nuestra Constitución y el régimen de jerarquía de leyes en México, las resoluciones de la

OMS carecen de obligatoriedad, al no tener un carácter coercitivo en el territorio mexicano, no obstante que las
mismas seguramente implicarían recomendaciones sobre las que debiera actuar el Estado Mexicano a través
de un acto de gobierno que adoptare dichas resoluciones o mediante un acuerdo o tratado internacional.

§ Un acto de autoridad competente, mediante ley, reglamento, o disposición administrativa
correspondiente,
§ Si podría constituir un supuesto de fuerza mayor, considerando que en él se tomen ciertas medidas que directa

o indirectamente restrinjan inevitablemente la capacidad del deudor para cumplir sus obligaciones
contractuales.



§ Son excluyentes de responsabilidad.
§ Aplicables a relaciones jurídicas privadas (civiles o mercantiles) y al cumplimiento de

obligaciones adjetivas y sustantivas de naturaleza fiscal.
§ Causan la imposibilidad de cumplir con obligaciones fiscales por tratarse de

acontecimientos imprevisibles, irresistibles y ajenos a la voluntad del contribuyente que
provocaron la suspensión ineludible de sus actividades económicas y operativas.

§ Como el tributo implica una obligación a cargo de los particulares, el caso fortuito o de
fuerza mayor liberan al causante del cumplimiento de la obligación tributaria, de acuerdo
con el principio general de derecho que establece que a lo imposible nadie esta obligado.

§ El artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, consagra expresamente el principio
de equidad en el pago de los impuestos al declarar que los particulares tienen la obligación
de contribuir a los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan
las leyes.



§ Existen ocasiones en que el incumplimiento de una obligación no puede ser
imputable al deudor, porque éste se ve impedido a cumplir por causa de un
acontecimiento que está fuera del dominio de su voluntad, que no ha podido prever o
que aun previéndolo no ha podido evitar. A un acontecimiento de esa naturaleza se le
llama caso fortuito o fuerza mayor.

§ En caso de que se actualice un caso fortuito o fuerza mayor, los recargos y las multas
derivados del incumplimiento en el pago de los impuestos, exime al gobernado de la
responsabilidad de cubrirlos, dada la naturaleza indemnizatoria de los recargos y
sancionatoria de las multas, pues tienen como origen un hecho ilícito realizado por el
contribuyente que causó un daño al fisco federal, por no pagar oportunamente los
impuestos (en el caso de los recargos), o bien, tratándose de las multas al haber
cometido una infracción a las disposiciones fiscales por omitir su pago.

§ Es decir, dichos accesorios no derivan directamente de su obligación tributaria, sino
del hecho de haber incurrido en mora en el cumplimiento de esa obligación, el cual no
pudo evitar en virtud de la suspensión de sus actividades económicas lo que
constituye una causa de fuerza mayor que lo libera de la responsabilidad de resarcir
al fisco federal, por ser un acto de autoridad pública, insuperable, imprevisible e
inevitable que se prolongó durante el lapso en que se generó la obligación incumplida
y que permanece.





• Formular invitaciones a los contribuyentes para que cumplan
con sus obligaciones fiscales.

• Ejercer facultades de revisión o fiscalización para comprobar
el cumplimiento de obligaciones fiscales de los contribuyentes.

• Llevar a cabo facultades de gestión.
• Determinar créditos fiscales y sus accesorios.
• Exigir el pago de créditos fiscales, mediante el Procedimiento

Administrativo de Ejecución.

En ejercicio de sus 
atribuciones, las 

autoridades fiscales 
pueden:

Cada una de esas atribuciones podría derivar en requerimientos que 
deben ser atendidos y cumplidos por los contribuyentes.

Derivado de la pandemia por el COVID-19 se suspendieron la mayoría de las 
actividades comerciales en el país, dando la posibilidad de que los 

contribuyentes sufran acontecimientos que constituya un caso fortuito o caso 
de fuerza mayor que les impida cumplir obligaciones fiscales en tiempo y 

forma.



La aplicación de las multas, por infracciones a las disposiciones fiscales, se realiza 
independientemente de que se exija el pago de las contribuciones respectivas y sus 

demás accesorios.

Son responsables en la comisión de las infracciones las personas que realicen los 
supuestos que previstos en el CFF, así como las que omitan el cumplimiento de 

obligaciones previstas por las disposiciones fiscales, incluyendo a aquellas que lo hagan 
fuera de los plazos establecidos.

Cuando las multas no se paguen en la fecha establecida en las disposiciones 
fiscales, se actualizarán desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta que 

el mismo se efectúe, en los términos del Artículo 17-A del CFF. 

• Las multas que en por cientos o en cantidades determinadas entre una mínima
y otra máxima, se considerarán reducidas en un 50%, salvo que en el precepto
en que se establezcan se señale expresamente una multa menor para estos
contribuyentes.

Contribuyentes RIF.



Multa del 55% al 75% de las contribuciones omitidas. 
• Cuando la comisión de una o varias infracciones origine la omisión total o parcial en el pago de contribuciones incluyendo las retenidas o 

recaudadas, y sea descubierta por las autoridades fiscales mediante el ejercicio de sus facultades.

Multa equivalente al 20% de las contribuciones omitidas 
• Cuando el infractor las pague la contribuciones y sus accesorios después de que se inicie el ejercicio de las facultades de comprobación y hasta 

antes de que se le notifique el acta final de la visita domiciliaria o el oficio de observaciones.

Multa equivalente al 30% de las contribuciones omitidas 
• Si el infractor paga las contribuciones omitidas junto con sus accesorios, después de que se notifique el acta final de la visita domiciliaria o el oficio 

de observaciones, según sea el caso, pero antes de la notificación de la resolución que determine el monto de las contribuciones omitidas.

Multa equivalente al 20% del monto de las contribuciones omitidas. 
• Si el infractor paga las contribuciones omitidas o devuelve el beneficio indebido con sus accesorios dentro de los 45 días siguientes a la fecha en 

la que surta efectos la notificación de la resolución respectiva, 
• No se requiere modificar la resolución que impuso la multa. 

Multa del 30% al 40% de la diferencia que resulte entre la pérdida declarada y la que realmente corresponda.
• Cuando se declaren pérdidas fiscales mayores a las realmente sufridas si el contribuyente la disminuye total o parcialmente de su utilidad fiscal. 
• En caso de que aún no se hubiere tenido oportunidad de disminuirla, no se impondrá multa alguna. 
• Se condicionará a la presentación de la declaración complementaria que corrija la pérdida declarada.

Multa del 20% al 25% de las contribuciones omitidas.
• Por omisión de contribuciones por error aritmético en las declaraciones, 
• Si las contribuciones se paguen junto con sus accesorios, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha en que surta sus efectos la 

notificación de la diferencia respectiva, la multa se reducirá a la mitad, sin que se requiera resolución administrativa.



Las autoridades fiscales, reducirán el monto de las multas por infracción a las 
disposiciones fiscales en 100% y aplicarán la tasa de recargos por prórroga determinada 

conforme a la Ley de Ingresos de la Federación por el plazo que corresponda.

Cuando con motivo del ejercicio de facultades de comprobación se determine la omisión 
total o parcial del pago de contribuciones, sin que éstas incluyan las retenidas, 

recaudadas o trasladadas, el infractor podrá solicitar la reducción de multas, para lo cual 
debe declarar bajo protesta de decir verdad que cumple con los siguientes requisitos: 

•Haber presentado los avisos, declaraciones y demás información que establecen las disposiciones fiscales, correspondientes a sus tres últimos ejercicios
fiscales.

•Que no se determinaron diferencias a su cargo en el pago de impuestos y accesorios superiores al 10%, respecto de las que hubiera declarado o que se
hubieran declarado pérdidas fiscales mayores en un 10% a las realmente sufridas, en caso de que las autoridades hubieran ejercido facultades de comprobación
respecto de cualquiera de los tres últimos ejercicios fiscales.

•Haber cumplido los requerimientos que, en su caso, le hubieren hecho las autoridades fiscales en los tres últimos ejercicios fiscales.
•No haber incurrido en alguna de las agravantes a que se refiere el artículo 75 del CFF al momento en que se impuso la multa.
•No estar sujeto al ejercicio de una o varias acciones penales, por delitos previstos en la legislación fiscal o no haber sido condenado por delitos fiscales.
•No haber solicitado en los últimos tres años el pago a plazos de contribuciones retenidas, recaudadas o trasladadas.

Sólo procederá respecto de multas firmes o que sean consentidas por el infractor y siempre que un acto 
administrativo conexo no sea materia de impugnación, así como respecto de multas determinadas por el propio 

contribuyente. 



Presentación de 
la solicitud por el 

infractor.

Plazo no mayor a 
20 dias a la 

presentación de 
la solicitud

Para requerir al infractor 
los datos, informes o 

documentos que 
considere necesarios. 

Plazo de máximo 
15 días.

Para que el 
infractorcumpla con lo 

solicitado por las 
autoridades fiscales, 

De no hacerlo dentro de 
dicho plazo, no será 

procedente la reducción.

15 días siguientes 
a la notificación 
de la resolución.

Se deberá pagar el 
adeudo ante las oficinas 

autoriadas 

La reducción de la multa 
y la aplicación de la tasa 

de recargos se 
condicionará a que el 
adeudo sea pagado.

La petición no 
constituye 

instancia y las 
resoluciones que 
se emitan por la 
autoridad fiscal 
no podrán ser 
impugnadas.



Se cumplan en forma espontánea las obligaciones fiscales fuera de los plazos 
legales.

• Se considerará que el cumplimiento NO es espontáneo: 
• Cuando la omisión sea descubierta por las autoridades fiscales. 
• Cuando la omisión se corrigió después de notificada una orden de visita domiciliaria, si medio 

requerimiento o cualquier gestión notificada, tendiente a la comprobación del cumplimiento de 
disposiciones fiscales. 

• Cuando la omisión se subsanó con posterioridad a los diez días siguientes a la presentación del 
dictamen de los estados financieros formulado por contador público ante el SAT, respecto de 
aquellas contribuciones omitidas que hubieren sido observadas en el dictamen. 

Cuando se haya incurrido en infracción a causa de fuerza mayor o de caso 
fortuito.



La SHCP podrá condonar hasta el 100% las 
multas por infracción a las disposiciones fiscales 
y aduaneras, inclusive las determinadas por el 
propio contribuyente.

La solicitud de condonación de multas no 
constituirá instancia y las resoluciones que dicte 
la SHCP no podrán ser impugnadas.

La solicitud puede suspender el procedimiento 
administrativo de ejecución, si así se pide y se 
garantiza el interés fiscal.

Sólo procederá la condonación de multas que 
hayan quedado firmes y siempre que un acto 
administrativo conexo no sea materia de 
impugnación.



§ Por infracción a las disposiciones fiscales y aduaneras, determinadas e impuestas por las
autoridades competentes.

§ Impuestas o determinadas con motivo de la omisión de contribuciones de comercio exterior.

§ Autodeterminadas por el contribuyente.

§ Por declarar pérdidas fiscales mayores a las realmente sufridas que al ser disminuidas en las
declaraciones del ISR de ejercicios posteriores al revisado por la autoridad, den como
consecuencia la presentación de declaraciones complementarias respectivas con pago del ISR
omitido actualizado y sus accesorios.

§ Impuestas a ejidatarios, comuneros, pequeños propietarios, colonos, nacionaleros; o
tratándose de ejidos, cooperativas con actividades empresariales de agricultura, ganadería,
pesca o silvicultura, unión, mutualidad, organización de trabajadores o de empresas que
pertenecen mayoritaria o exclusivamente a los trabajadores, constituidas en los términos de las
leyes mexicanas.

§ Por incumplimiento a las obligaciones fiscales federales distintas a las obligaciones de pago a
contribuyentes que tributan en los Títulos II, III y IV de la Ley del ISR.

§ Por incumplimiento de obligaciones distintas a las de pago en materia de Comercio Exterior.



Los contribuyentes
deberán presentar su
solicitud mediante buzón
tributario. (2.17.8. RMF)

Acompañar escrito que cumpla
con los requisitos señalados
en las fichas de trámite
149/CFF “Solicitud de
condonación de multas” o
200/CFF “Solicitud de
condonación a contribuyentes
sujetos a facultades de
comprobación” contenidas en
el Anexo 1-A, de la RMF.

Si la solicitud no cumple con
todos los requisitos señalados
en la ficha de trámite, se
requerirá al contribuyente para
que en un plazo de diez días
presente la información y/o
documentación faltante u otra
que se considere necesaria.

Si se obtiene resolución favorable
de manera parcial (no al 100%),
se podrán optar por pagar a
plazos ya sea en parcialidades o
en forma diferida, tanto la
diferencia por dicho concepto,
como las contribuciones omitidas,
actualización, recargos y demás
accesorios, siempre que se trate
de impuestos propios. (2.17.9.
RMF)

En caso de que no se cumpla dentro
de dicho plazo, se tendrá por no
interpuesta su solicitud.
El contribuyente podrá presenta una
nueva solicitud cuando lo considere
conveniente.



Ante la omisión en el cumplimiento de la obligación de pago de impuestos y como
resultado del ejercicio de facultades de sus comprobación, las autoridades fiscales
pueden determinar los créditos fiscales que un contribuyente adeude, así como sus
accesorios legales.

Al respecto, hay que establecer que la suspensión de la mayoría de las actividades
comerciales derivado de la pandemia no justifica la omisión en el cumplimento de la
obligación del pago de impuestos causados en ejercicios anteriores.

Sin embargo, la crisis económica que esta situación provocó, ha obligado a los
contribuyentes a ponderar entre la subsistencia de su negocio y el pago de sus
impuestos a cargo así como a considerar las alternativas legales que existen para
pagar a plazos las contribuciones que adeuda.

Lo anterior, con la intención de cumplir con su obligaciones de pago de impuestos y
conservar un capital que le permitan mantener en funcionamiento su fuente de
ingresos.



Las autoridades fiscales, a 
petición de los contribuyentes, 

podrán autorizar el pago a 
plazos de las contribuciones 
omitidas y de sus accesorios.

• Pago diferido – Máximo doce 
meses.

• Pago en parcialidades - Máximo 
treinta y seis meses.

Requsitos:

• Presentar la solicitud mediante buzón
tributario en los términos de la ficha de
trámite 103/CFF “Solicitud de
autorización para pagar adeudos en
parcialidades o diferido”, contenida en el
Anexo 1-A de la RMF.

• La modalidad del pago a plazos elegida
por el contribuyente podrá modificarse
por una sola ocasión, siempre y cuando
el plazo en su conjunto no exceda del
plazo máximo establecido.

• Se pague el 20% del monto total del
crédito fiscal al momento de la solicitud
de autorización del pago a plazos.

El monto total del adeudo se 
integrará por la suma de los 

siguientes conceptos: 

• El monto de las contribuciones omitidas
actualizado desde el mes en que se
debieron pagar y hasta aquél en que se
solicite la autorización.

• Las multas que correspondan
actualizadas desde el mes en que se
debieron pagar y hasta aquél en que se
solicite la autorización.

• Los accesorios distintos de las multas
que tenga a su cargo el contribuyente a
la fecha en que solicite la autorización.



SOLICITUD DE PAGO 
A PLAZOS, DIFERIDO 

O EN 
PARCIALIDADES.

Dispensa de garantizar el interés fiscal (2.14.5 RMF):

Cuando el crédito fiscal 
corresponda a la declaración 
anual de personas físicas por 
ISR.
•Si el número de parcialidades 
solicitadas sea igual o menor a seis.

•Que la declaración se presente en el 
mes de abril (150 LISR). 

Cuando los contribuyentes 
soliciten el pago a plazos en 
forma diferida y éste les sea 

autorizado.

Cuando los contribuyentes 
realicen pago en parcialidades 

cumpliendo en tiempo y 
montos con todas las 

parcialidades a que se refiere 
la citada regla.

La autoridad exigirá la garantía del interés fiscal en relación al 
80% del monto total del adeudo, más la cantidad que resulte de 
aplicar la tasa de recargos por prórroga y por el plazo solicitado



• La solicitud se presentará, en cualquier momento después de 
haberse notificado los mismos Adeudos determinados, 

• La solicitud se podrá realizar posterior a la presentación de la 
declaración. 

Adeudos autodeterminados, o 
en autocorrección, 

• Para que cubra el pago inicial de cuando menos el 20% del adeudo 
actualizado. 

• Dentro de los diez días hábiles siguientes a la recepción de la 
solicitud.

La autoridad fiscal enviará el 
FCF (línea de captura) a través 

del buzón tributario. 

La autoridad fiscal emitirá la resolución correspondiente una vez que se haya efectuado el 
pago inicial de cuando menos el 20% y cumplido con el requerimiento de requisitos que en 

su caso le hubiera formulado la autoridad fiscal. 

• La resolución incluirá los FCFs (Líneas de captura) de las 
parcialidades autorizadas, para el pago puntual de cada parcialidad de 
manera mensual y sucesiva. 

La notificación de la resolución 
de pago a plazos se realizará a 

través del buzón tributario. 



Solicitud de 
autorización 

de pago a 
plazos, 

Se deberá tener habilitado el 
buzón tributario en los términos 
de la ficha de trámite 245/CFF 

“Habilitación del buzón 
tributario y registro de 

mecanismos de comunicación 
como medios de contacto”, 
contenida en el Anexo 1-A. 

Si no se paga oportunamente 
alguna parcialidad se debe 
solicitar un nuevo FCF que 
incluya la actualización y 

recargos por mora aplicables 
para el pago respectivo, 



• Monto total del adeudo
• Menos el pago correspondiente al 20% del monto total del crédito fiscal.

Saldo para el cálculo de las 
parcialidades.

El monto de cada una de las parcialidades deberá ser igual.

Pagos mensuales y sucesivos, 

• El saldo para el cálculo de las parcialidades,
• El plazo elegido por el contribuyente.
• La tasa mensual de recargos por prórroga que incluye actualización de

acuerdo a la LIF vigente.
Se toma como base:

Si no se paga oportunamente se deberá pagar recargos por los pagos extemporáneos 
sobre el monto total de las parcialidades no cubiertas actualizadas.



Monto que se diferirá.

• Monto total del adeudo 
• Menos el pago correspondiente al 20% del monto total del crédito fiscal.

El monto a liquidar por el contribuyente.

• El monto que se diferirá 
• Más [la tasa de recargos por prórroga que incluye actualización de acuerdo a la LIF vigente, por el número 

de meses, o fracción de mes transcurridos desde la fecha de la solicitud y hasta la fecha señalada por el 
contribuyente para liquidar su adeudo y por el monto que se diferirá]. 

El monto para liquidar el adeudo deberá cubrirse en una sola exhibición a más tardar 
en la fecha de pago especificada en la solicitud de autorización de pago a plazos.



Se revocará la autorización cuando:

§ No se otorgue, desaparezca o resulte
insuficiente la garantía del interés fiscal, en los
casos que no se hubiere dispensado, sin que el
contribuyente dé nueva garantía o amplíe la que
resulte insuficiente.

§ El contribuyente se encuentre sometido a un
procedimiento de concurso mercantil o sea
declarado en quiebra.

§ Tratándose del pago en parcialidades el
contribuyente no cumpla en tiempo y monto con
tres parcialidades o, en su caso, con la última.

§ Tratándose del pago diferido, se venza el plazo
para realizar el pago y éste no se efectúe.

§ En estos casos las autoridades fiscales
requerirán y harán exigible el saldo mediante el
procedimiento administrativo de ejecución.

No procederá la autorización cuando:

§ Contribuciones que debieron pagarse en el año
de calendario en curso.

§ Contribuciones que debieron pagarse en los seis
meses anteriores al mes en el que se solicite la
autorización,
§ Excepto aportaciones de seguridad social.

§ Contribuciones y aprovechamientos que se
causen con motivo de la importación y
exportación de bienes o servicios.

§ Contribuciones retenidas, trasladadas o
recaudadas.



La tasa mensual de 
recargos por prorroga 

aplicable sobre el 
saldo insoluto será la 
establecida en la Ley 

de Ingresos de la 
Federación (LIF) para 
el ejercicio de 2020 

que es de .98%. 

Para el caso de pagos 
en parcialidades de 
hasta 12 meses, la 
tasa de recargos 
mensual será del 

1.26%; para el caso 
de 12 a 24 meses, la 

tasa mensual será 
1.53%; y para el caso 
de más de 24 meses, 
la tasa de recargos 

será de 1.82%.

Es posible solicitar a 
la autoridad que 

condone el pago de 
los recargos que se 

causen por la solicitud 
de pago a plazos, si 

se actualiza un 
acontecimiento de 

caso fortuito o fuerza 
mayor.



En la práctica, el Certificado de
Sello Digital (CSD) es un archivo
que sirve para generar la factura
electrónica de un modo más
seguro, acreditando la
autenticidad de los emisores del
comprobante.

Cuando los contribuyentes
remitan un documento digital a
las autoridades fiscales, recibirán
el acuse de recibo que contenga
el sello digital. (Art. 17-E CFF)

El sello digital es el mensaje
electrónico que acredita que un
documento digital fue recibido por
la autoridad correspondiente.

Esta sujeto a la misma regulación
aplicable al uso de una firma
electrónica avanzada.



§ Los certificados que emita el SAT quedarán sin efectos cuando:
I. Lo solicite el firmante.
II. Lo ordene una resolución judicial o administrativa.
III. Fallezca la persona física titular del certificado.
IV. Se disuelvan, liquiden o extingan las sociedades, asociaciones y demás personas morales.
V. La sociedad escindente o la sociedad fusionada desaparezca con motivo de la escisión o fusión,

respectivamente.
VI. Transcurra el plazo de vigencia del certificado.
VII. Se pierda o inutilice por daños, el medio electrónico en el que se contengan los certificados.
VIII. Se compruebe que al momento de su expedición, el certificado no cumplió los requisitos legales.
IX. Cuando se ponga en riesgo la confidencialidad de los datos de creación de firma electrónica

avanzada del SAT.
X. Se agote el procedimiento previsto en el artículo 17-H Bis de del CFF y no se hayan

subsanado las irregularidades detectadas o desvirtuado las causas que motivaron la
restricción temporal del certificado.

§ Cuando el SAT revoque un certificado expedido por él, se anotará en el mismo la fecha y hora
de su revocación.

§ Cuando se haya dejado sin efectos el certificado de sello digital por la realización de conductas
que resulten materialmente imposibles de subsanar o desvirtuar el SAT podrá establecer
condiciones y requisitos para que los contribuyentes estén en posibilidad de obtener un nuevo
certificado.



Detecten que los contribuyentes, en un ejercicio fiscal y estando obligados a ello omitan 
la presentación de:

• La declaración anual transcurrido un mes posterior a la fecha en que se encontraban obligados a hacerlo, 
• De dos o más declaraciones provisionales o definitivas consecutivas o no consecutivas.

Durante el procedimiento administrativo de ejecución no localicen al contribuyente o 
éste desaparezca.

En el ejercicio de sus facultades detecten que el contribuyente:

• No puede ser localizado en su domicilio fiscal, 
• Desaparezca durante el procedimiento, 
• Desocupe su domicilio fiscal sin presentar el aviso de cambio correspondiente en el RFC, 
• Se ignore su domicilio,
• Si dentro del ejercicio de facultades se tenga conocimiento de que los comprobantes fiscales emitidos se 

utilizaron para amparar operaciones inexistentes, simuladas o ilícitas.
• Se entiende que las autoridades fiscales actúan en el ejercicio de sus facultades de comprobación desde 

el momento de la primer gestión para la notificación del documento que ordene su práctica.



Contribuyentes considerados definitivamente como Empresas que Facturan Operaciones Simuladas (EFOS)

• El contribuyente emisor de CFDI no desvirtuó la presunción de la inexistencia de las operaciones amparadas en tales comprobantes
• Artículo 69-B, cuarto párrafo del CFF.

Contribuyentes considerados definitivamente como Empresas que Deducen Operaciones Simuladas (EDOS)

• Contribuyentes que se ubiquen en el supuesto a que se refiere el octavo párrafo del artículo 69-B de este Código y, que una vez transcurrido 
el plazo de 30 días previsto en dicho párrafo no acreditaron la efectiva adquisición de los bienes o recepción de los servicios, ni corrigieron 
su situación fiscal.

Derivado de una verificación, detecten que el domicilio fiscal señalado por el contribuyente no cumple con 
los supuestos del artículo 10 del CFF.

• Artículo 27, apartado C, fracción I. Es facultades de la autoridad fiscal llevar a cabo verificaciones conforme al procedimiento para constatar 
los siguientes datos proporcionados en el RFC, relacionados con la identidad, domicilio y demás datos que se hayan manifestado para los 
efectos de dicho registro;

Detecten que el ingreso declarado, así como el impuesto retenido por el contribuyente, manifestados en las 
declaraciones de pagos provisionales, retenciones, definitivos o anuales, no concuerden con los señalados en los 

CFDI, expedientes, documentos o bases de datos que lleven las autoridades fiscales, tengan en su poder o a las que 
tengan acceso.



Detecten que, por causas imputables a los contribuyentes, los medios de contacto establecidos 
por el SAT, registrados para el uso del buzón tributario, no son correctos o auténticos.

• Regla 2.2.7. RMF. Los contribuyentes deberán habilitar el buzón tributario registrando sus medios de contacto y 
confirmándolos dentro de las 72 horas siguientes, 

• Procedimiento descrito en la ficha de trámite 245/CFF “Habilitación del buzón tributario y registro de mecanismos de 
comunicación como medios de contacto”, contenida en el Anexo 1-A.

• Los mecanismos de comunicación como medios de contacto que se deberán registrar son dirección de correo 
electrónico y número de teléfono móvil.

Detecten que el contribuyente titular del CSD cometió una o más de las conductas infractoras:

• Infracciones relacionadas con el registro federal de contribuyentes (artículo 79 CFF)
• Infracciones relacionadas con la obligación de pago de las contribuciones; de presentación de declaraciones, solicitudes, 

documentación, avisos, información o expedición de constancias, y del ingreso de información a través de la página de 
Internet del SAT. (artículo 81 CFF)

• Infracciones relacionadas con la obligación de llevar contabilidad, descubiertas en el ejercicio de las facultades de 
comprobación. (artículo 83 CFF)

Contribuyentes que no desvirtuaron la presunción de transmitir indebidamente pérdidas fiscales 
y, por tanto, se encuentren en el listado a que se refiere el octavo párrafo del artículo 69-B Bis del 
CFF.



Las autoridades
fiscales detectan
que se actualiza
alguno de los
supuestos referidos.

Emitirán un oficio en el
que se informa al
contribuyente la
restricción temporal de
su CSD para la
expedición de CFDI y la
causa que la motivó.

Contribuyentes a quienes se les haya
restringido temporalmente el uso del
CSD para la expedición de CFDI, podrán
presentar la solicitud de aclaración:

•Para subsanar las irregularidades
detectadas,

•Para desvirtuar las causas que
motivaron la aplicación de tal medida,

Conforme a la ficha de trámite
296/CFF “Aclaración para
subsanar las irregularidades
detectadas o desvirtuar la causa
que motivó que se le haya
restringido temporalmente el uso
del certificado de sello digital
para la expedición del CFDI en
términos del artículo 17-H Bis del
CFF”, contenida en el Anexo 1-A.

Dicha ficha de trámite será
utilizada también para:

- La atención del requerimiento de
datos, información o
documentación que derive de la
presentación de la solicitud de
aclaración,
- La solicitud de prórroga.



Podrán aportar las pruebas que a su derecho convenga, a fin de que, al día
siguiente al de la solicitud se restablezca el uso de dicho certificado.

• Cuando la solicitud de aclaración se presente sin aportar argumentos ni pruebas
para subsanar la irregularidad detectada o desvirtuar la causa que motivó la
restricción temporal del CSD,
• Se tendrá por no presentada y
• No se restablecerá el uso del CSD.

• La autoridad informará dicha circunstancia mediante resolución que se notificará
en términos del artículo 134 del CFF, a más tardar dentro de los 5 días hábiles
siguientes a la fecha de presentación de la solicitud de aclaración,

• Queda a salvo el derecho del contribuyente para presentar una nueva solicitud.



• Mediante oficio que se notificará por medio del buzón tributario, 
• Dentro de los 5 días siguientes a aquél en que el contribuyente haya presentado su solicitud 

de aclaración, 
• Datos, información o documentación adicional que considere necesarios, 
• El contribuyente tendrá un plazo máximo de 5 días para cumplir el requerimiento.

Requerimiento al 
contribuyente:

• A través del buzón tributario, 
• Por única ocasión,
• La prórroga solicitada se entenderá otorgada sin necesidad de que exista pronunciamiento 

de la autoridad.
• Se comenzará a computar a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo inicial.

Podrán solicitar una 
prórroga de 5 días, siempre 
y cuando se solicite dentro 

del plazo inicial. 

Se tendrá por no presentada la solicitud cuando transcurrido el plazo para 
aportar los datos, información o documentación requeridos y, en su caso, el de la 

prórroga, sin que se conteste el requerimiento. 



Existe la posibilidad de que la autoridad fiscal realice alguna
diligencia o desahogue algún procedimiento para estar en aptitud
de resolver la solicitud de aclaración respectiva.

• Si del análisis a los datos, información o documentación presentada por el
contribuyente a través de su solicitud de aclaración o en atención al requerimiento,
resulta necesario.

• Deberá informar tal circunstancia al contribuyente, mediante oficio que se
notificará por medio del buzón tributario, dentro de los 5 días siguientes a aquél en
que éste haya presentado la solicitud de aclaración o haya atendido el
requerimiento,

• La diligencia o el procedimiento de que se trate deberá efectuarse en un plazo no
mayor a 5 días, contados a partir de la fecha en que surta efectos la notificación del
oficio correspondiente.

• El plazo de 10 días para resolver la solicitud de aclaración comenzará a computarse
a partir de la fecha en que la diligencia o procedimiento se haya desahogado.



La autoridad fiscal deberá emitir la 
resolución sobre dicho procedimiento en 

un plazo máximo de 10 días, contado a 
partir del día siguiente a aquél en que se 

reciba la solicitud correspondiente.

Se dará a conocer al 
contribuyente a través 
del buzón tributario.

Hasta en tanto se emita la 
resolución, la autoridad 

fiscal permitirá el uso del 
CSD para la expedición 

de CFDI. 



Se dejará sin efectos el CSD
si derivado de la valoración
realizada respecto de la
solicitud de aclaración, se
determina que:

No se subsanaron las 
irregularidades 

detectadas,

No se desvirtuaron las 
causas que motivaron la 

restricción provisional del 
CSD.

El contribuyente podrá 
continuar con el uso del 

CSD:

Si la autoridad determina
que se subsanó la
irregularidad detectada o
desvirtuó la causa que
motivó la restricción
temporal del CSD para la
expedición de CFDI,

La resolución deberá 
emitirse dentro de los 10 
días hábiles siguientes a 

aquél:

En que se presente la solicitud 
de aclaración, 

En que concluya el plazo para 
aportar los datos, información 
o documentación requeridos o 

el de la prórroga,

En que la autoridad haya 
desahogado la diligencia o 

procedimiento de que se trate. 



§ Las autoridades fiscales podrán emplear las medidas de apremio cuando los
contribuyentes, los responsables solidarios o terceros relacionados con ellos, impidan de
cualquier forma o por cualquier medio el inicio o desarrollo de sus facultades, observando
estrictamente el siguiente orden:

I. Solicitar el auxilio de la fuerza pública.
II. Imponer la multa que corresponda en los términos del CFF.
III. Practicar el aseguramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente o

responsable solidario, respecto de los actos, solicitudes de información o requerimientos de
documentación dirigidos a éstos, conforme a lo establecido en el artículo 40-A del CFF.

IV. Solicitar a la autoridad competente se proceda por desobediencia o resistencia, por parte del
contribuyente, responsable solidario o tercero relacionado con ellos, a un mandato legítimo
de autoridad competente.

§ No se aplicarán medidas de apremio cuando los contribuyentes, responsables solidarios o
terceros relacionados con ellos, manifiesten por escrito a la autoridad, que se encuentran
impedidos de atender completa o parcialmente la solicitud realizada por causa de fuerza
mayor o caso fortuito, y lo acrediten exhibiendo las pruebas correspondientes.



Se practicará una vez solicitado el auxilio de la fuerza pública e impuesta la
multa que corresponda, salvo en los casos siguientes:

• Cuando NO puedan iniciarse o desarrollarse las facultadas de las autoridades fiscales derivado de
que los contribuyentes, los responsables solidarios:
oNo sean localizables en su domicilio fiscal;
oDesocupen o abandonen el domicilio fiscal sin presentar el aviso correspondiente;
oHayan desaparecido, o
o Se ignore su domicilio.
ØEn este supuesto se procederá al aseguramiento de depósitos bancarios.

• Cuando las autoridades fiscales practiquen visitas a contribuyentes con locales, puestos fijos o
semifijos en la vía pública y éstos no puedan demostrar que se encuentran inscritos en el RFC o, en
su caso, no exhiban los comprobantes que amparen la legal posesión o propiedad de las
mercancías que enajenen en dichos lugares.
o El aseguramiento se practicará sobre las mercancías que se enajenen en dichos lugares, sin que

sea necesario establecer un monto de la determinación provisional de adeudos fiscales
presuntos.

• Cuando una vez iniciadas las facultades de comprobación, exista riesgo inminente de que los
contribuyentes o los responsables solidarios oculten, enajenen o dilapiden sus bienes.



La autoridad fiscal notificará a más tardar el tercer día siguiente a aquél en que se haya practicado el 
aseguramiento, 

Señalando la conducta que lo originó El monto sobre el cual procedió, en su 
caso. 

La notificación se hará personalmente o 
a través del buzón tributario

Levantará acta circunstanciada en la que precise las razones por las cuales realiza dicho aseguramiento.

Se notificará al contribuyente en ese acto.

La autoridad practicará el aseguramiento precautorio hasta por el monto de la determinación provisional de 
adeudos fiscales presuntos que ella misma realice, únicamente para estos efectos. 

Se podrá utilizar cualquiera de los procedimientos establecidos en los artículos 56 y 57 del CFF. 



a) Bienes inmuebles.
b) Cuentas por cobrar, acciones, bonos, cupones vencidos, valores mobiliarios y, en

general, créditos de inmediato y fácil cobro a cargo de entidades o dependencias de la
Federación, estados y municipios y de instituciones o empresas de reconocida solvencia.

c) Derechos de autor sobre obras literarias, artísticas o científicas; patentes de invención y
registros de modelos de utilidad, diseños industriales, marcas y avisos comerciales.

d) Obras artísticas, colecciones científicas, joyas, medallas, armas, antigüedades, así como
instrumentos de artes y oficios, indistintamente.

e) Dinero y metales preciosos.
f) Depósitos bancarios, componentes de ahorro o inversión asociados a seguros de vida

que no formen parte de la prima que haya de erogarse para el pago de dicho seguro, o
cualquier otro depósito, componente, producto o instrumento de ahorro o inversión en
moneda nacional o extranjera que se realicen en cualquier tipo de cuenta o contrato que
tenga a su nombre el contribuyente en alguna de las entidades financieras o sociedades
cooperativas de ahorro y préstamo.

g) Los bienes muebles no comprendidos en las fracciones anteriores.
h) La negociación del contribuyente.



¿Cómo hago valer mis derechos como contribuyente?



Toda promoción dirigida a las autoridades fiscales, deberá presentarse 
mediante documento digital que contenga firma electrónica avanzada. (18 

CFF)

• El nombre, la denominación o razón social,
• El domicilio fiscal manifestado al RFC, 
o Para el efecto de fijar la competencia de la autoridad, 

• La clave que le correspondió en registro al RFC. 
• Señalar la autoridad a la que se dirige.
• El propósito de la promoción. 
• La dirección de correo electrónico para recibir 

notificaciones.

Las promociones 
deberán enviarse a 

través del buzón 
tributario y deberán 

tener por lo menos los 
siguientes requisitos:



§ Cuando no se cumpla con alguno de los requisitos señalados, se requerirá al
promovente a fin de que en un plazo de 10 días cumpla con el requisito omitido.
§ En caso de no subsanarse la omisión en dicho plazo, la promoción se tendrá por no

presentada.
§ Si la omisión consiste en no haber usado la forma oficial aprobada, las autoridades fiscales

deberán especificar en el requerimiento la forma respectiva.

§ Las promociones deberán presentarse en las formas que al efecto apruebe el SAT.
§ Cuando no existan formas aprobadas, la promoción deberá reunir los requisitos señalados,

con excepción del formato y dirección de correo electrónicos.
§ En ese caso deberán señalar el domicilio para oír y recibir notificaciones y, en su caso, el

nombre de la persona autorizada para recibirlas.

§ La promoción deberá presentarse en forma impresa cuando el promovente que cuente
con un certificado de firma electrónica avanzada, acompañe documentos distintos a
escrituras o poderes notariales, y éstos no sean digitalizados.
§ Debiendo incluir su dirección de correo electrónico.

§ Las escrituras o poderes notariales deberán presentarse en forma digitalizada, cuando
se acompañen a un documento digital.



Las promociones que se presenten ante las autoridades fiscales en las que se formulen consultas o 
solicitudes de autorización o régimen (34, 34-A y 36 Bis CFF), para las que no haya forma oficial, 

deberán cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 18 CFF y con lo siguiente: 

• Señalar los números telefónicos, en su caso, del contribuyente y el de las personas que a su nombre
reciban notificaciones y autorizadas para ofrecer y rendir pruebas y presentar promociones.

• Señalar los nombres, direcciones y el RFC o número de identificación fiscal tratándose de residentes
en el extranjero, de todas las personas involucradas en la solicitud o consulta planteada.

• Describir las actividades a las que se dedica el interesado.
• Indicar el monto de la operación u operaciones objeto de la promoción.
• Señalar todos los hechos y circunstancias relacionados con la promoción, así como acompañar los

documentos e información que soporten tales hechos o circunstancias.
• Describir las razones de negocio que motivan la operación planteada.
• Indicar si los hechos o circunstancias sobre los que versa la promoción han sido previamente

planteados ante la misma autoridad u otra distinta, o han sido materia de medios de defensa ante
autoridades administrativas o jurisdiccionales y, en su caso, el sentido de la resolución.

• Indicar si el contribuyente se encuentra sujeto al ejercicio de las facultades de comprobación,
señalando los periodos y las contribuciones, objeto de la revisión.

• Mencionar si se encuentra dentro del plazo para que las autoridades fiscales emitan la resolución a
que se refiere el artículo 50 del CFF (determinante de crédito fiscal dentro del plazo de 6 meses).



§ Procuraduría de la Defensa del Contribuyente (18-B CFF)

ØOrganismo autónomo.
ØCon independencia técnica y operativa.
ØSe encarga de la protección y defensa de los derechos e

intereses de los contribuyentes en materia fiscal y
administrativa.

ØLa prestación de sus servicios es gratuita
ØSus funciones, alcance y organización se contienen en su Ley

Orgánica.



A partir del 6 de abril y
hasta que el Consejo de
Salubridad General
determine que ha cesado
la contingencia
sanitaria, se suspende de
forma temporal, la
atención presencial al
público en general, así
como los trámites y
actividades presenciales

Se continuarán brindado
vía remota los servicios
de asesorías, quejas y
consultas, acuerdos
conclusivos y cualquier
otro de sus servicios,
siempre y cuando se
trate de asuntos que
puedan considerarse
urgentes o necesarios,
entre otros:

La recepción de
cualquier promoción se
hará vía remota a través
de correo electrónico,

Durante su vigencia
continuarán corriendo
los plazos y términos
otorgados tanto a los
contribuyentes como a
las autoridades fiscales
en los trámites de
quejas, consultas y de
acuerdos conclusivos.

• Restricción o cancelación de certificados de sello digital,
• Inmovilización de cuentas bancarias,
• Suspensión en el padrón de importadores y sectores

específicos,
• Cualquier otro acto de autoridad que por sus

características sea considerado urgentes o necesarios.



Atención y resolución las solicitudes de asesoría y consulta que le presenten los 
contribuyentes por actos de las autoridades fiscales federales; 

Representa al contribuyente ante la autoridad correspondiente, promoviendo a su 
nombre los recursos administrativos procedentes y en su caso ante el TFJA, 

ejerciendo las acciones a que haya lugar, hasta la total resolución del asunto.

• Recaba y analiza la información necesaria sobre las quejas y
reclamaciones interpuestas.

• Formular recomendaciones públicas no vinculatorias, respecto a la
legalidad de los actos de dichas autoridades.

• Denunciar ante las autoridades competentes la posible comisión de
delitos, así como de actos que puedan dar lugar a responsabilidad
civil o administrativa de las autoridades fiscales federales

Conoce e investiga de las 
quejas de los 

contribuyentes afectados 
por los actos de las 
autoridades fiscales 

federales por presuntas 
violaciones a sus derechos.



Impulsa con las autoridades fiscales de la Federación, una actuación de respeto y 
equidad para con los contribuyentes.

Impone las multas.

Proponer al SAT las modificaciones normativas internas para mejorar la defensa de 
los derechos y seguridad jurídica de los contribuyentes.

Identificar los problemas de carácter sistémico que ocasionen perjuicios a los 
contribuyentes, a efecto de proponer al SAT las recomendaciones correspondientes.



No constituirán recurso administrativo ni medio de defensa alguno,

Su interposición no afectará ni suspenderá los plazos, trámites y procedimientos que lleven a cabo las autoridades
fiscales.

Son independientes del ejercicio de los medios de defensa que establecen las leyes.

Las respuestas que emita la PRODECON a los interesados, no crean ni extinguen derechos ni obligaciones y tampoco
liberan de responsabilidad a los servidores públicos, por lo que dichas respuestas no podrán ser impugnadas.

No constituyen instancia y no afectarán el ejercicio de otros derechos y medios de defensa que puedan corresponder a
los afectados conforme a las leyes,

No suspenderán ni interrumpirán sus plazos preclusivos, de prescripción o caducidad,

No afectan los trámites o procedimientos que lleven a cabo las autoridades fiscales.



Acuerdo Conclusivo

Permite aclarar las diferencias 
o irregularidades detectadas 

en la contabilidad.

Es un medio alternativo de 
solución de controversias

Aclara, de manera definitiva y 
sin necesidad de acudir a 

tribunales, las observaciones 
realizadas a la contabilidad 
durante una revisión fiscal.

En caso de que la autoridad fiscal comunique que no está de acuerdo con la 
forma en que se calcularon los impuestos, es posible acudir a PRODECON y 

solicitar la adopción de un Acuerdo Conclusivo.



Se puede solicitar la adopción del acuerdo conclusivo en cualquier momento 

A partir de que dé inicio de facultades de 
comprobación

Hasta antes de que se les notifique la 
resolución que determine las contribuciones 

omitidas.

Siempre que la autoridad revisora ya haya 
hecho una calificación de hechos u omisiones.

Podrá versar sobre uno o varios de los hechos u omisiones consignados y será definitivo en 
cuanto al hecho u omisión sobre el que verse. 

Desacuerdo con los hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento de las disposiciones fiscales, asentados en:

La última acta parcial, El acta final, El oficio de observaciones La resolución provisional

Durante el ejercicio de facultades de comprobación: 

Revisión de gabinete, Visita domiciliaria. Revisión electrónica



• En el escrito inicial deberá señalar los hechos u omisiones que se le atribuyen 
con los cuales no esté de acuerdo, expresando la calificación que, en su 
opinión, debe darse a los mismos, 

• Adjuntar la documentación que considere necesaria. 

Se tramita a través de la PRODECON. 
(69-D CFF)

• Si acepta o no los términos en que se plantea el acuerdo conclusivo; 
• Los fundamentos y motivos por los cuales no se acepta,
• Exprese los términos en que procedería la adopción de dicho acuerdo. 

Recibida la solicitud, la PRODECON 
requerirá a la autoridad revisora para 

que, en un plazo de 20 días, contados a 
partir del requerimiento, manifieste:

Si la autoridad revisora no atiende el requerimiento procederá la imposición de una multa.

• De concluirse el procedimiento con la suscripción del Acuerdo, éste deberá 
firmarse por el contribuyente y la autoridad revisora, así como por la 
PRODECON. 

• PRODECON podrá convocar a mesas de trabajo, promoviendo la emisión 
consensuada del acuerdo entre autoridad y contribuyente. 

Una vez que la PRODECON acuse 
recibo de la respuesta de la autoridad 
fiscal, contará con un plazo de 20 días
para concluir el procedimiento, lo que 

se notificará a las partes. (69-E CFF)



El procedimiento de acuerdo conclusivo suspende los plazos de las facultades de 
comprobación a partir de que el contribuyente presente ante la PRODECON la solicitud y 
hasta que se notifique a la autoridad revisora la conclusión del procedimiento. (69-F CFF)

• Las autoridades fiscales deberán tomar en cuenta los alcances del acuerdo
conclusivo para, en su caso, emitir la resolución que corresponda.

• La condonación no dará derecho a devolución o compensación alguna.

El contribuyente que haya 
suscrito un acuerdo conclusivo 

tendrá derecho, por única 
ocasión, a la condonación del 

100% de las multas. (69-G 
CFF)

• Cuando los hechos u omisiones materia del acuerdo sirvan de fundamento a
las resoluciones de la autoridad, los mismos serán incontrovertibles.

• Los acuerdos sólo surtirán efectos entre las partes y en ningún caso generarán
precedentes.

• Las autoridades fiscales no podrán desconocer los hechos u omisiones sobre
los que versó el acuerdo conclusivo, salvo que se compruebe que se trate de
hechos falsos.

En contra de los acuerdos 
conclusivos alcanzados y 

suscritos por el contribuyente 
y la autoridad no proce medio 

de defensa alguno.



Las autoridades fiscales podrán, 
discrecionalmente, revisar las 

resoluciones administrativas de 
carácter individual no 

favorables a un particular 
emitidas por sus subordinados 

jerárquicamente 

En el supuesto de que se 
demuestre fehacientemente que 
las mismas se hubieran emitido 

en contravención a las 
disposiciones fiscales, podrán, 
por una sola vez, modificarlas o 

revocarlas en beneficio del 
contribuyente, 

Siempre y cuando:
• Los contribuyentes no hubieren

interpuesto medios de defensa,
• Hubieren transcurrido los plazos para

presentarlos,
• Que no haya prescrito el crédito fiscal.

No constituirá instancia y las 
resoluciones que dicte la SHCP 

al respecto no podrán ser 
impugnadas por los 

contribuyentes.



Procede contra los actos administrativos dictados en 
materia fiscal federal:

Las resoluciones definitivas: 

Determinen 
contribuciones, 

accesorios o 
aprovechamientos. 

Nieguen la 
devolución de 
cantidades que 

procedan conforme 
a la Ley. 

Dicten las 
autoridades 
aduaneras. 

Cualquier 
resolución de 

carácter definitivo 
que cause agravio 

al particular en 
materia fiscal.

Actos de autoridades 
fiscales federales que: 

Exijan el pago de 
créditos fiscales, 
cuando se alegue 
que éstos se han 

extinguido o que su 
monto real es 

inferior al exigido.

Se dicten en el 
procedimiento 

administrativo de 
ejecución, cuando 
se alegue que éste 
no se ha ajustado a 

la Ley, o 
determinen el 

valor de los bienes 
embargados. 

Afecten el interés 
jurídico de 

terceros que 
afirmen ser 

propietarios de los 
bienes o 

negociaciones, o 
titular de los 

derechos 
embargados. 



Es optativo para el interesado antes de acudir al TFJA.

Cuando se interponga ante autoridad fiscal incompetente, ésta lo turnará a la que sea competente.

Regla general. Deberá presentarse a través del buzón tributario, dentro de los 30 días siguientes a aquél en
que haya surtido efectos la notificación del acto.

El escrito de interposición deberá satisfacer los requisitos del artículo 18 CFF y señalar:

• La resolución o el acto que se impugna.
• Los agravios que le cause la resolución o el acto impugnado.
• Las pruebas y los hechos controvertidos de que se trate.

Si no se cumplen los requisitos se requerirá al promovente (plazo de 5 días para cumplir)

• Si dentro del plazo no se expresan los agravios que le cause la resolución o acto impugnado, la autoridad fiscal desechará el recurso;
• Si no se señala el acto que se impugna se tendrá por no presentado el recurso;
• Si el requerimiento que se incumple se refiere al señalamiento de los hechos controvertidos o al ofrecimiento de pruebas, se perderá el

derecho a señalar los citados hechos o se tendrán por no ofrecidas las pruebas, respectivamente.



§ Se debe acompañar al escrito en que se interponga el recurso:
§ Los documentos que acrediten su personalidad cuando actúe a nombre de otro o de personas morales, o en los

que conste que ésta ya hubiera sido reconocida por la autoridad fiscal que emitió el acto o resolución
impugnada.

§ El documento en que conste el acto impugnado.
§ Constancia de notificación del acto impugnado, excepto:

§ Cuando el promovente declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia.
§ Cuando la notificación se haya practicado por correo certificado con acuse de recibo,
§ Se trate de negativa ficta.
§ Si la notificación fue por edictos, deberá señalar la fecha de la última publicación y el órgano en que ésta se hizo.

§ Las pruebas documentales que ofrezca y el dictamen pericial, en su caso.

§ Los documentos pueden presentarse en fotocopia simple, siempre que obren en poder del recurrente
los originales.

§ La autoridad fiscal, a petición del recurrente, recabará las pruebas que obren en el expediente en que
se haya originado el acto impugnado, siempre que el interesado no hubiere tenido oportunidad de
obtenerlas.

§ Si no se acompaña alguno de esos documentos se requerirá al promovente para que los presente
dentro del término de 5 días.
§ Si el promovente no los presenta se tendrá por no interpuesto el recurso; a menos de que se trate de las pruebas,

caso en el que las mismas se tendrán por no ofrecidas.

§ En el escrito en que se interponga el recurso o dentro de los 15 días posteriores, el recurrente podrá
anunciar que exhibirá pruebas adicionales.



Es improcedente el recurso cuando se haga valer
contra actos administrativos:

• Que no afecten el interés jurídico del
recurrente.

• Que sean resoluciones dictadas en recurso
administrativo o en cumplimiento de sentencias.

• Que hayan sido impugnados ante el TFJA.
• Que se hayan consentido (contra los que no se

promovió el recurso en el plazo señalado)
• Que sean conexos a otro que haya sido

impugnado por medio de algún recurso o medio
de defensa diferente.

• Si son revocados los actos por la autoridad.
• Que hayan sido dictados por la autoridad

administrativa en un procedimiento de
resolución de controversias previsto en un
tratado para evitar la doble tributación.

• Que sean resoluciones dictadas por autoridades
extranjeras que determinen impuestos y sus
accesorios cuyo cobro y recaudación hayan sido
solicitados a las autoridades fiscales mexicanas.

Procede el sobreseimiento en los casos
siguientes:

• Cuando el promovente se desista expresamente
de su recurso.

• Cuando sobrevenga alguna de las causas de
improcedencia.

• Cuando de las constancias que obran en el
expediente administrativo quede demostrado
que no existe el acto o resolución impugnada.

• Cuando hayan cesado los efectos del acto o
resolución impugnada.



No procederá contra actos que tengan por objeto hacer efectivas fianzas otorgadas en
garantía de obligaciones fiscales a cargo de terceros.

Recurso de revocación contra el procedimiento administrativo de ejecución:

• Las violaciones cometidas antes del remate, sólo podrán hacerse valer hasta el momento de la publicación de la
convocatoria de remate.

• Dentro de los 10 días siguientes a la fecha de publicación de la citada convocatoria.
• Salvo que se trate de actos de ejecución sobre dinero en efectivo, depósitos en cuenta abierta en instituciones de crédito,

organizaciones auxiliares de crédito o sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, así como de bienes legalmente
inembargables o actos de imposible reparación material,

El tercero que afirme ser propietario de los bienes o negociaciones, o titular de los derechos
embargados, podrá hacer valer el recurso de revocación en cualquier tiempo antes de que se
finque el remate, se enajenen fuera de remate o se adjudiquen los bienes a favor del fisco federal.

El tercero que afirme tener derecho a que los créditos a su favor se cubran preferentemente a los
fiscales federales, lo hará valer en cualquier tiempo antes de que se haya aplicado el importe del
remate a cubrir el crédito fiscal.



Se admitirá toda clase de pruebas, 

•Excepto la testimonial y la de confesión de las autoridades mediante absolución de posiciones. 
•No se considerará comprendida en esta prohibición la petición de informes a las autoridades fiscales, respecto de hechos que consten en sus expedientes 
o de documentos agregados a ellos. 

Las pruebas supervenientes podrán presentarse siempre que no se haya dictado la resolución del recurso. 

Cuando el recurrente anuncie que exhibirá las pruebas, tendrá un plazo de quince días para presentarlas, contado a partir del
día siguiente al de dicho anuncio. 

La autoridad que conozca del recurso, podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, 
así como ordenar la práctica de cualquier diligencia. 

Harán prueba plena:

•La confesión expresa del recurrente, 
•Las presunciones legales que no admitan prueba en contrario,
•Los hechos legalmente afirmados por autoridad en documentos públicos, incluyendo los digitales;
•Si en los documentos públicos citados se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares, los documentos sólo prueban 
plenamente que, ante la autoridad que los expidió, se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no prueban la verdad de lo declarado o 
manifestado. 

Las demás pruebas quedarán a la prudente apreciación de la autoridad. 



La autoridad deberá dictar resolución y notificarla en un término que no excederá de 3 meses contados a partir de la
fecha de interposición del recurso.

• El silencio de la autoridad significará que se ha confirmado el acto impugnado.
• El recurrente podrá decidir esperar la resolución expresa o impugnar en cualquier tiempo la presunta confirmación del acto.

La resolución del recurso se fundará en derecho y examinará todos y cada uno de los agravios hechos valer por el
recurrente, teniendo la facultad de invocar hechos notorios;

• Cuando se trate de agravios que se refieran al fondo de la cuestión controvertida, a menos que uno de ellos resulte fundado, deberá
examinarlos todos antes de entrar al análisis de los que se planteen sobre violación de requisitos formales o vicios del procedimiento.

Se podrá revocar los actos administrativos se cuando advierta una ilegalidad manifiesta y los agravios sean
insuficientes

No se podrán revocar o modificar los actos administrativos en la parte no impugnada.

La resolución expresará con claridad los actos que se modifiquen.

• Si la modificación es parcial, se indicará el monto del crédito fiscal correspondiente.

Deberán señalarse los plazos en que la misma puede ser impugnada en el TFJA.

Cuando se omita este señalamiento, el contribuyente contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones
legales para interponer el juicio contencioso administrativo.



La resolución que ponga fin al recurso podrá: 

Desecharlo por 
improcedente, 
tenerlo por no 
interpuesto o 

sobreseerlo, en su 
caso. 

Confirmar el acto 
impugnado. 

Mandar reponer el 
procedimiento 

administrativo o 
que se emita una 
nueva resolución. 

Dejar sin efectos 
el acto 

impugnado. 

Modificar el acto 
impugnado o 

dictar uno nuevo 
que lo sustituya, 

cuando el recurso 
interpuesto sea 

total o 
parcialmente 

resuelto a favor 
del recurrente. 

Cuando se deje sin efectos el acto impugnado por la incompetencia de la autoridad 
que emitió el acto, la resolución correspondiente declarará la nulidad lisa y llana.



Se encuentra regulado en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo,
• Esta Ley se publicó el 1 de diciembre de 2005, y entró en vigor el 1 de enero de 2006.
• Derogó el Título VI del CFF que abarcaba los artículos 197 al 263,
• La última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación fue el día 27 de enero de 2017, en la que se

adiciona el Capitulo XII, correspondiente al Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo.

Es un medio de control de la legalidad de los actos administrativos.

Se tramita ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa.
• Órgano jurisdiccional con autonomía para emitir sus fallos y con jurisdicción plena.

Modalidades.
• Juicio en la vía tradicional.
• Juicio en Línea
• Juicio Ordinario
• Juicio Sumario
• Juicio de resolución exclusiva de fondo



El TFJA conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos
administrativos y procedimientos que se indican a continuación:

Ø Los decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean
autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de
aplicación;

Ø Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que se
determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases
para su liquidación;

Ø Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el CFF, indebidamente
percibido por el Estado o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales;

Ø Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales;

Ø V. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones
anteriores;

Ø VI. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan las
leyes en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional o de sus
familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones Militares o al erario federal,
así como las que establezcan obligaciones a cargo de las mismas personas, de acuerdo con las
leyes que otorgan dichas prestaciones.



Ø Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;

Ø Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de
contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal centralizada y paraestatal, y las
empresas productivas del Estado; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes
públicos federales cuando las leyes señalen expresamente la competencia del tribunal;

Ø Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren
improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante. También,
las que por repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el
pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

Ø Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, las entidades federativas o los
Municipios, así como de sus entidades paraestatales y las empresas productivas del Estado;

Ø Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior;

Ø Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento
administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley Federal
de Procedimiento Administrativo;

Ø Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en
las demás fracciones;



§ Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble
tributación o en materia comercial, suscritos por México, o cuando el demandante
haga valer como concepto de impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno
de los referidos tratados o acuerdos;

§ Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por
el transcurso del plazo que señalen el CFF, la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres
meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse
configurado la resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley
que rija a dichas materias.

§ Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a
los servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las
que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, además
de los órganos constitucionales autónomos;

§ Las resoluciones de la Contraloría General del Instituto Nacional Electoral que
impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley General de
Instituciones y Procedimientos Electorales;

§ Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior de la
Federación, en términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la
Federación, y



§ De 30 días siguientes a aquél en el que se dé alguno de los supuestos siguientes:
§ Que haya surtido efectos la notificación de la resolución impugnada, lo que se determinará

conforme a la ley aplicable a ésta, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como
primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

§ Hayan iniciado su vigencia el decreto, acuerdo, acto o resolución administrativa de carácter
general impugnada cuando sea auto aplicativa.

§ De 30 días siguientes a aquél en el que surta efectos la notificación de la resolución de
la Sala o Sección que habiendo conocido una queja, decida que la misma es
improcedente y deba tramitarse como juicio.
§ Para ello, deberá prevenirse al promovente para que, dentro de dicho plazo, presente

demanda en contra de la resolución administrativa que tenga carácter definitivo.

§ De 5 años cuando las autoridades demanden la modificación o nulidad de una
resolución favorable a un particular, los que se contarán a partir del día siguiente a la
fecha en que éste se haya emitido, salvo que haya producido efectos de tracto sucesivo,
caso en el que se podrá demandar la modificación o nulidad en cualquier época sin
exceder de los 5 años del último efecto,
§ Los efectos de la sentencia, en caso de ser total o parcialmente desfavorable para el particular,

sólo se retrotraerán a los 5 años anteriores a la presentación de la demanda.



El nombre del demandante, domicilio fiscal, así como domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la jurisdicción
de la Sala Regional competente, y su dirección de correo electrónico.

La resolución que se impugna. En el caso de que se controvierta un decreto, acuerdo, acto o resolución de carácter
general, precisará la fecha de su publicación.

La autoridad o autoridades demandadas o el nombre y domicilio del particular demandado cuando el juicio sea
promovido por la autoridad administrativa.

Los hechos que den motivo a la demanda.

Las pruebas que ofrezca.

•En caso de que se ofrezca prueba pericial o testimonial se precisarán los hechos sobre los que deban versar y señalarán los nombres y domicilios
del perito o de los testigos.

•En caso de que ofrezca pruebas documentales, podrá ofrecer también el expediente administrativo en que se haya dictado la resolución impugnada.

Los conceptos de impugnación.

El nombre y domicilio del tercero interesado, cuando lo haya.

Lo que se pida, señalando en caso de solicitar una sentencia de condena, las cantidades o actos cuyo cumplimiento se
demanda.



§ Una copia de la misma y de los documentos anexos para cada una de las partes.

§ El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue reconocida por la
autoridad demandada, o bien señalar los datos de registro del documento con la que esté
acreditada ante el TFJA cuando no gestione en nombre propio.

§ El documento en que conste la resolución impugnada.

§ En el supuesto de que se impugne una resolución negativa ficta, deberá acompañar una copia en
la que obre el sello de recepción de la instancia no resuelta expresamente por la autoridad.

§ La constancia de la notificación de la resolución impugnada.
§ Cuando no se haya recibido constancia de notificación o la misma hubiere sido practicada por correo, así

se hará constar en el escrito de demanda, señalando la fecha en que dicha notificación se practicó.

§ El cuestionario que debe desahogar el perito, el cual deberá ir firmado por el demandante.

§ El interrogatorio para el desahogo de la prueba testimonial, el que debe ir firmado por el
demandante.

§ Las pruebas documentales que ofrezca.

§ Si no se adjuntan a la demanda estos documentos se requerirá al promovente para que los
presente dentro del plazo de 5 días.
§ Cuando el promovente no los presente dentro de dicho plazo se tendrá por no presentada la demanda

salvo que se trate de las pruebas, caso en el que las mismas se tendrán por no ofrecidas.










